
P R O G R A M A  U C  -  L I B R E
C O M P E T E N C I A

D o c u m e n t o  e l a b o r a d o  p o r  e l  P r o g r a m a  U C  |  L i b r e  C o m p e t e n c i a

TDLC - PROPUESTA NUEVA
CONSTITUCIÓN
C A T A L I N A  C O M A N D A R I

E N E R O  2 0 2 3



1 
 

TDLC – Propuesta Nueva Constitución 
Catalina Comandari 

 

I. Introducción  

El día 4 de julio de 2022 la Convención Constituyente entregó el texto definitivo de la 
Nueva Constitución (“Constitución”) para Chile, la cual finalmente fue rechazada por la 
ciudadanía en el plebiscito de salida de fecha 4 de septiembre de 2022.  

En caso de que hubiese ganado la opción por el apruebo, Chile habría pasado a tener la 
Constitución más larga del mundo con 499 articulados, dejando atrás a India cuya 
Constitución tiene 446 articulados y Bolivia que tiene 411 articulados. Sin embargo y a 
pesar de su extensión, el borrador de la nueva Constitución generó muchas dudas en 
todos los ámbitos que trataba y, en particular, respecto a la libre competencia. 

II. Análisis artículos de la propuesta de Nueva Constitución  

Una de las cosas que llamó la atención del borrador de la nueva Constitución, respecto 
de la libre competencia, fue que se hiciera referencia a ella.  

En un estudio del Centro de Competencia de la Universidad Adolfo Ibáñez (“CECO”) se 
analizó los países que contaban con instituciones fuertes de competencia para revisar 
si ellos consagraban la libre competencia en sus constituciones. De dicha investigación 
se pudo concluir que: “De los 37 países miembros de la OCDE, se pudo apreciar que sólo 
12 de ellos cuentan con alguna referencia a la libre competencia en sus constituciones. 
Esto corresponde al 32% de los países de la OCDE, versus el 68% que no cuenta con dicha 
referencia en sus cartas fundamentales1”. 

Además de lo anterior, hay cuatro artículos que generaron mucho ruido en los expertos 
de libre competencia y que generaron dudas acerca de lo que podía llegar a ser del 
Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (“TDLC”) con la aprobación de los 
artículos que decían relación con éste, lo cual hacía pensar el cómo Chile mantendría 
su robusto sistema de libre competencia con la aprobación de dichos articulados, si en 
efecto, el TDLC dejaba de ser lo que es hoy: un tribunal técnico y especializado.  

 
1  Libre Competencia en la Constitución: Análisis comparado en base al nivel de desarrollo de 

las autoridades de competencia. CentroCompetencia UAI. Disponible en: 

https://centrocompetencia.com/wp-content/uploads/2021/04/Investigacion-CeCo-Competencia-y-

constitucion.pdf 

 

https://centrocompetencia.com/wp-content/uploads/2021/04/Investigacion-CeCo-Competencia-y-constitucion.pdf
https://centrocompetencia.com/wp-content/uploads/2021/04/Investigacion-CeCo-Competencia-y-constitucion.pdf
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La primera de estas normas era el artículo 307° que establecía la función jurisdiccional 
que establece que la jurisdicción “Se ejerce exclusivamente por los tribunales de justicia 
y las autoridades de los pueblos y naciones indígenas reconocidos por la Constitución o 
las leyes dictadas conforme a ella.2”. Se planteó la interrogante acerca cómo se ejercería, 
efectivamente, la jurisdicción, ya no solo por los tribunales, si no también por los 
pueblos y naciones indígenas, ya que siempre se ha entendido que quienes ejercen la 
jurisdicción son exclusivamente los tribunales de justicia.  
 
Lo anterior no por un capricho, si no ya que ejercer la jurisdicción implica, por un lado, 
conocer las leyes que se aplicaran al caso concreto, y por otro, juzgar y hacer ejecutar 
lo juzgado, lo cual implica un conocimiento jurídico y práctico que se adquiere con 
estudio y experiencia que - hasta ahora - los pueblos indígenas no han adquirido. 

La segunda de estas normas que llamó la atención fue el artículo 331° que establecía lo 
siguiente: “Son tribunales de instancia los civiles, penales, de familia, laborales, de 
competencia común o mixtos, administrativos, ambientales, vecinales, de ejecución de 
pena y los demás que establezcan la Constitución y ley.3” 

Este artículo había que analizarlo junto con el artículo 348° el cual establecía que: 

“Para acceder a un cargo de jueza o juez dentro del Sistema Nacional de Justicia se 
requerirá haber aprobado el curso de habilitación de la Academia Judicial para el ejercicio 
de la función jurisdiccional; contar con tres años de ejercicio de la profesión de abogada o 
abogado para el caso de tribunales de instancia; con cinco años para el caso de las cortes 
de apelaciones, y con veinte años para el caso de la Corte.4” 
 
El hecho que el TDLC pudiese pasar a ser un tribunal no especializado ni técnico tiene 
varias implicancias, una de ellas es – y tal como lo establece el artículo 382 – es que solo 
podría ser integrado por abogados que hubiesen aprobado la Academia Judicial y que 
tuviesen tres años de experiencia. Lo cual en el caso de los abogados que integran el 
TDLC no se da, por tanto, no podrían ser parte en un futuro de él, al no haber pasado 
por la Academia Judicial.   

Actualmente, el TDLC es un tribunal especial e independiente, que se encuentra bajo la 
superintendencia de la Corte Suprema, y tiene competencia en todo el territorio 
chileno. Está integrado por cinco ministros, tres de los cuales son abogados y dos son 
economistas. La función más reconocida del TDLC es la jurisdiccional, esto es, conocer 
y juzgar los conflictos derivados de atentados en contra de la libre competencia en un 

 
2  Texto Definitivo de la Nueva Constitución, 4 de julio de 2022.  
3  Texto Definitivo de la Nueva Constitución, 4 de julio de 2022. 
4  Texto Definitivo de la Nueva Constitución, 4 de julio de 2022. 
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procedimiento contencioso especial regulado en el Decreto Ley N° 211 del año 1973 (“DL 
211”).  

De lo anterior se puede concluir que el TDLC es un tribunal técnico, razón por la lo cual 
está integrado no solo por abogados que tengan experiencia en libre competencia, sino 
que también por economistas. Si analizamos el DL 211, en el artículo 6° del Título II en 
donde trata del TDLC, trata de la integración de éste que es la siguiente:  

“Un abogado, que lo presidirá, designado por el Presidente de la República de una nómina 
de cinco postulantes confeccionada por la Corte Suprema mediante concurso público de 
antecedentes. Sólo podrán participar en el concurso quienes tengan una destacada 
actividad profesional o académica especializada en materias de libre competencia o en 
Derecho Comercial o Económico, y acrediten a lo menos 10 años de ejercicio profesional.5” 

El hecho que el TDLC esté integrado de la manera que lo está no es una mera casualidad, 
y es que la libre competencia es un área especializada del derecho que requiere siempre 
de abogados expertos en libre competencia y del apoyo de economistas que sean 
capaces de comprender los mercados y las variables económicas que inciden en él.  

Esta necesaria especialización en libre competencia desaparecía con la aprobación de 
la propuesta de nueva Constitución, con lo cual nacía la interrogante: ¿De qué manera 
se conocerían y juzgarían los contenciosos de libre competencia? ¿Se tendría que 
contratar de manera permanente asesores expertos en libre competencia para poder 
comprender la legislación y los casos que se presenten? Estas y muchas más eran las 
interrogantes que emanaban de los dos artículos mencionados. 

Además, que el TDLC pasase a ser un tribunal de instancia, implica que pasa a estar 
sujeto revisión de la Corte de Apelación y de la Corte Suprema, pero esto de una manera 
más eventual, con lo cual cambia la superintendencia que hoy tiene el TDLC. 

El cuarto artículo que generaba dudas era el artículo 332° que creaba los tribunales 
administrativos: “Los tribunales administrativos conocen y resuelven las acciones 
dirigidas en contra de la Administración del Estado o promovidas por esta y las demás 
materias que establezca la ley.6” 

Con este artículo surgían dudas acerca de cuál sería el tribunal competente para 
conocer un ilícito anticompetitivo, cuando este fuera cometido por parte de la 

 
5  Decreto Ley 211 

 
6  Texto Definitivo de la Nueva Constitución, 4 de julio de 2022. 
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Administración del Estado. Respecto de este punto, Juan Cristóbal Gumucio expuso en 
una columna en el Diario Financiero que:  

“A la fecha, el TDLC ha sido competente para resolver conflictos que atenten contra la libre 
competencia sin importar si el infractor es una empresa privada, pública o un órgano del 
Estado. Esta jurisprudencia empareja la cancha. El borrador de Nueva Constitución crea 
los tribunales administrativos que “conocen y resuelven las acciones dirigidas en contra 
de la Administración del Estado”. 

“Cuando el Estado y sus empresas infrinjan la libre competencia, ¿serán juzgados y 
sancionados por el TDLC o por un tribunal administrativo? ¿Serán los tribunales 
administrativos igual de severos con el Estado como lo será el TDLC con los privados?”7 

Por lo que del hecho de la creación de los Tribunales Administrativos podía plantear 
que se rompiera la igualdad ante la ley, ya que en este caso habría un grupo de personas 
– la administración del Estado – que estaría siendo privilegiada ante la ley, ya que sus 
ilícitos serán investigados y juzgados por otro tribunal distinto al que conoce, investiga 
y juzga a las demás personas cuando cometen un ilícito anticompetitivo. En todo caso 
la igualdad ante la ley, garantía constitucional tal como la conocemos hasta hoy en día, 
en caso de que hubiese ganado la opción por el apruebo, ya no habría sido una garantía 
protegida por la Constitución. 

III. Conclusión 

La incertidumbre que se habría generado en caso de que hubiese ganado la opción por 
el apruebo el 4 de septiembre era bastante grande, toda vez que no se zanjaba cómo 
funcionará efectivamente el TDLC. Pues una cosa consistía en que estuviera escrito en 
la propuesta de la Constitución todos los cambios mencionados anteriormente, pero 
nadie había estructurado y/o ideado la forma en que se iban a llevar a cabo las 
propuestas que decían relación con el TDLC. 

En todo caso, más allá de visión política que se tuviera, nadie puede negar que la actual 
composición que tiene el TDLC – conformada por abogados y economistas - ha sido 
una que permite una comprensión integral y global de todas las funciones del TDLC - 
logrando así que este tribunal sea un tribunal técnico y especializado, capaz de 
comprender los mercados en que se desarrollan los ilícitos anticompetitivos y las 
operaciones de concentración que se dan ellos. 

Además, eliminar a los economistas de la actual composición del TDLC significaría un 
aumento en costos para el TDLC, ya que a pesar de que eliminen a los economistas de 

 
7  Columna de opinión Diario Financiero, Juan Cristobal Gumucio. Disponible en: 

https://www.df.cl/opinion/columnistas/adios-al-tdlc 

 

https://www.df.cl/opinion/columnistas/adios-al-tdlc
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la composición permanente, igual sería necesario contar con la ayuda permanente de 
asesores y/o economistas para poder comprender y cumplir de manera cabal con las 
funciones del TDLC. Lo anterior, se traduciría en gastos permanentes adicionales para 
el TDLC. 

 

 


